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DIÁLOGO DE LOS JEFES DE DELEGACIÓN, EL SECRETARIO GENERAL Y EL SECRETARIO GENERAL ADJUNTO CON LOS REPRESENTANTES DE LA SOCIEDAD CIVIL, DE LOS TRABAJADORES, DEL SECTOR PRIVADO Y OTROS ACTORES SOCIALES

RECOMENDACIONES PRESENTADAS POR LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL, DE LOS TRABAJADORES, DEL SECTOR PRIVADO Y OTROS ACTORES SOCIALES

Fecha: 3 de junio de 2014

Hora: 9:00 a.m. a 12:00 p.m.

Lugar: Centro de Convención CONMEBOL, Salón IV
I. RECOMENDACIONES DE LOS JÓVENES

Los jóvenes reunidos en dicho diálogo acordamos presentar a los Estados Miembros nuestros aportes en tres capítulos: 1) Nuestras prioridades 2) Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA, 3) Compromisos de acción.
Somos los voceros de los jóvenes del continente americano, las palabras plasmadas en este documento representan las voces de millones de jóvenes que buscamos marcar un nuevo presente y que muy pronto marcarán el futuro. Contamos con un ideal que con vuestra ayuda la queremos hacer realidad. En este momento, les pedimos, no solo tener en cuenta las delegaciones que estáis representando, sino también que piensen como los padres y madres de familia que son. En este momento somos los hijos que queremos ser escuchados por nuestros padres, los padres que dicen que los jóvenes somos la esperanza, si somos la esperanza que dicen que somos, esperamos contar con la atención que necesitamos.

También sepan que no solo somos el futuro, porque ya hoy estamos comprometidos y realizando acciones con voluntad y fuerza como agentes de cambio en las Américas

Nuestras prioridades:
· Para los jóvenes aquí reunidos es importante y valiosa nuestra integración como actores sociales, y decidimos continuar con los esfuerzos que se vienen haciendo en este sentido. 

· Es una prioridad fortalecer el rol protagónico de los jóvenes. 

· Creemos que el desarrollo inclusivo y sustentable debe ser una prioridad para toda la sociedad, incluyendo gobiernos, sector privado y público. Para nosotros como jóvenes ya lo es. 

Recomendaciones a los Estados Miembros: 
Les solicitamos a la OEA y a las autoridades de sus Estados Miembros que tengan en consideración estas recomendaciones respecto a las políticas hacia los jóvenes y los emprendedores: 
· Fortalecimiento institucional y protagonismo político de las autoridades nacionales encargadas del tema.

· Fortalecimiento presupuestario y de disponibilidad de financiamiento a programas de emprendimiento. 

· Legitimar en todos los Estados Miembros a la juventud como actor social para la elaboración de políticas mediante un diálogo directo y fluido con las organizaciones de jóvenes de sus países, con las iniciativas de integración de los jóvenes como actores social en cada uno de los países, y en cada país de la Red de Jóvenes de las Américas.

· Dar reconocimiento a la Red de Jóvenes de las Américas en su rol articulador de la juventud como actor social en todos sus procesos hemisféricos.

· Instamos al compromiso de las autoridades para el mejoramiento de la accesibilidad, promoción y comunicación de los programas que actualmente existen en los países.

· Crear y fortalecer la cultura del emprendimiento de forma transversal a todas las políticas públicas como la juventud, financiamiento, comercio y educación.

· Difundir de una manera más efectiva las oportunidades existentes a jóvenes de zonas rurales, comunidades periféricas y grupos vulnerables, dándole un alcance local a las políticas públicas.

· Fomentar la cultura emprendedora con acciones como: educación, entrenamiento,  acompañamiento, evaluación, validación en el diseño de negocios, implementación y desarrollo de los clientes.

· Educación en temas de inclusión social desde edades tempranas.
· Apoyo para generar diálogos de juventud nacionales, de los cuales de obtengan, como hemos hecho en esta oportunidad y en eventos previos, recomendaciones a los gobiernos y compromisos de los jóvenes. 

Compromisos de acción:
· Planteamos como objetivo general, además de continuar con nuestros proyectos particulares, ampliar y potenciar la Red de Jóvenes de las Américas. Para ello planteamos las siguientes acciones y compromisos.

· Mejorar la plataforma virtual /  Tener una mejor base datos de las actividades de jóvenes en el continente. 

· Potenciar la comunicación del proceso existente de la juventud como actor social a nivel continental, de tal manera que seamos los jóvenes de la red los articuladores de otras redes existentes, buscando que se multiplique el proceso de integración de los jóvenes como actores sociales en cada país.

· Tener un representante o equipo de trabajo de cada país de América de la Red de Jóvenes de las Américas, el cual será el encargado de coordinar con un equipo de trabajo las actividades que sean pertinentes realizar entorno a la juventud.

· A través de este equipo se buscará ampliar la difusión de las acciones, oportunidades y financiamiento que existen para los jóvenes, promoviendo también la participación de los jóvenes de zonas rurales.

· Igualmente, estamos asumiendo el compromiso de ser voceros de las políticas que existan en los países que apoyen las iniciativas de jóvenes emprendedores.

· Fortaleceremos los lazos de la red por medio de sesiones virtuales o webinars con cierta periodicidad para abordar temas específicos de interés, vincularemos a la Red de Jóvenes de las Américas con expertos, referentes en los temas relevantes, los cuales podrán brindar un apoyo y mentoring para cumplir nuestros objetivos.

· Avanzaremos hacia un mapeo de ”buenas prácticas” sobre temas de juventud y emprendimiento en las regiones, para tener voz. 

· De tal manera que podamos crecer como una red organizada, con acciones permanentes y con amplia participación de jóvenes activos y líderes. 

· Todo ello será posible con el apoyo y compromiso de los Estados Miembros de la OEA, para lo cual nosotros siendo parte de la Red, haremos nuestra contribución en conocimiento y experiencias, además, tendremos el compromiso de colaborar en el desarrollo del financiamiento para hacer posibles las actividades de la Red de Jóvenes de las Américas.

· Ampliar la participación y mejorar la plataforma virtual / Tener una mejor base datos de las actividades de jóvenes en el continente. 
· Potenciar la comunicación del proceso existente de la juventud como actor social a nivel continental.
· Tener un representante de cada país de la Red de Jóvenes de las Américas.
· Buscar que se replique el proceso de integración de los jóvenes como actor social en cada país.

· Nos comprometemos a ser voceros de las políticas que existan en los países.

· Avanzar hacia un mapeo de “buenas practicas” sobre temas de juventud y emprendedurismo en la región. 

· Tener webinars o sesiones virtuales con alguna periodicidad mensual o con algún tema específico. 

· Vincular la Red de Jóvenes de las Américas con expertos, referentes en los temas relevantes.

· Colaborar en el desarrollo del financiamiento para hacer posibles las actividades de la Red de Jóvenes de las Américas. 

· Impulsar, fomentar, colaborar con la organización y participar en diálogos de juventud nacionales.

· Inclusión automática de miembro de TIC Américas en la Red de Jóvenes y de finalistas con voluntad de participar en el Comité de Seguimiento y Apoyo. 

II. RECOMENDACIONES DE LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL
A. DESARROLLO CON INCLUSIÓN SOCIAL

La inclusión social es un concepto vacío si no garantiza el pleno disfrute de los derechos de todas las personas que va conjuntamente con una participación plena y efectiva de la sociedad en su conjunto. El desarrollo debe ser entendido más allá de lo económico, debe incorporar el desarrollo de las capacidades de todas las personas y el reconocimiento de su libertad.

Una vez considerados estos aspectos hemos llegado a las siguientes recomendaciones: 

· Políticas de estado de no discriminación que garanticen los mismos derechos a todas las personas con especial énfasis en: pueblos originarios; afrodescendientes; personas con discapacidad; comunidades campesinas; LGTBI (lesbianas, gays, personas trans, bisexuales e intersexuales); personas adultos mayores; niños, niñas y adolescentes; personas en situación de pobreza; personas viviendo con VIH/SIDA; usuarios de drogas; personas migrantes y desplazadas; trabajadoras/es sexuales. 
· Reformas definitivas de políticas sociales y leyes específicas contra el racismo, la discriminación racial, la intolerancia, el sexismo y todas las formas de discriminación las mismas que sean elaboradas por las propias comunidades afectadas, que deben ser adoptadas por los Estados Miembros, asegurando la participación plena y efectiva.

· Recomendar que se promueva la economía social y solidaria para posibilitar el desarrollo equitativo de asociaciones civiles como: mutuales, cooperativas, fundaciones, ONG’s, entre otras.

· Manifestamos nuestra preocupación por el modelo económico excluyente basado en el extractivismo abusivo de la naturaleza, como la minería, las hidroeléctricas, y el agro negocio concentrado en la explotación de tierras, que expulsa y envenena a las personas en especial a comunidades campesinas, indígenas y afro descendientes, generando en todos los casos pobreza y exclusión, ante esto instamos a los Estados la búsqueda de modelos económicos alternativos e incluyentes, que respeten los derechos de todas las personas y del ambiente. 

· Hacemos un llamado de atención a los Estados por las políticas de militarización y de seguridad que se están llevando adelante en el continente, que excluyen, criminalizan y estigmatizan a distintos sectores de la sociedad. Ante esto proponemos la permanente construcción de una cultura de paz y resolución no violenta de conflictos y una profundización de la educación en derechos humanos.

· Que los países adopten las recomendaciones de las necesidades de la sociedad civil, planteadas en el marco de la OEA en Asunción, Paraguay, para hacer cambios que fortalezcan a los distintos Estados Miembros de la OEA, para el desarrollo humano de las personas.

Concluimos exhortando que los Estados Miembros adopten e implementen estas recomendaciones que son nada más que las necesidades imperiosas planteadas por la sociedad civil, en el marco del 44 periodo de sesiones de la Asamblea General de la OEA.

B. PROMOCION DE LA DEMOCRACIA

La Comisión que trabajó el tema democracia alcanzó rápido consenso a partir de enumerar las dificultades de la representación de los problemas que deben resolverse en un país relacionados con el estado de derecho. 

· Algunos representantes de la sociedad civil plantearon la poca transparencia de los partidos políticos a la hora de presentar candidatos. Otros representantes plantearon el problema de las listas “sábanas”, las listas encabezadas por candidatos que gozan de prestigio popular pero que debajo de ellos, en la lista, aparecen candidatos muy cuestionados por la opinión pública. También estuvieron quienes cuestionaron la forma de elegir representantes a partir de la tacha en las listas. 
· Se debatieron todos esos puntos y se arribó a la conclusión que una genuina democracia sólo es posible con reglas claras de juego, con pesos y contrapesos de poder y esto se logra con un poder judicial independiente que pueda arbitrar los conflictos y prevenir la corrupción en todas sus formas y en el caso de que la hubiera, investigarla sin condicionamientos. 
· Se debatió entonces el rol de la administración de justicia y se arribó a la conclusión que la plena vigencia del estado de derecho está intrínsecamente relacionada con la posibilidad del desarrollo. La brecha entre los pocos que tienen mucho y los muchos que tienen poco o nada está dado en el efectivo cumplimiento de los Estados de los derechos humanos denominados de segunda generación: los derechos económicos, sociales y culturales. 
· La democracia debe favorecer la participación ciudadana y la inclusión social. 
· Se manifestó la profunda preocupación que causa que en algunos países haya impunidad para los crímenes de odio por condición étnica o sexual y que esto está directamente relacionado con el accionar de las fuerzas de seguridad y la independencia judicial. Por último se manifestó la preocupación que quedó en las organizaciones de la sociedad civil que exista la posibilidad de que 200 personas alojadas como prisioneras en Guantánamo no pudieran recuperar la libertad por no tener tierra de acogida. 
En ese contexto y a propuesta de un representante de la sociedad civil (que encontró rápida respuesta positiva), se aprobó que se manifestara ante el Secretario General de la OEA y los representantes de los Estados Miembros la necesidad de resaltar la importancia del Estado de pleno Derecho bajo la propuesta de:

· Cambiar el lema de la convocatoria de la 44º Asamblea General de a OEA por la nominación “Desarrollo en Democracia para la inclusión social” en lugar de “Desarrollo con inclusión social” únicamente. 
Por otra parte, dada la relevancia del tema, que el ítem 1 de la Declaración de Asunción exprese lo siguiente: 
· Instar a cada Estado Miembro de la OEA a cumplir los principios democráticos y los derechos humanos como elemento esencial para el desarrollo social, político, y económico de los pueblos de las Américas, como están establecidos en todos los instrumentos y resoluciones de los órganos como sistema interamericano teniendo en cuenta que la que la democracia y el desarrollo integral son interdependientes y se refuerzan mutuamente, con democracia que favorezca la participación e inclusión social, que garantice la independencia de la administración de justicia.

· Instar al Sr. Secretario General de la OEA a agotar las tratativas para que las personas detenidas en Guantánamo encuentren tierra de acogida y se termine con una situación que pesa en la conciencia de todas las Américas.  

C. DERECHOS DE LAS LESBIANAS, GAYS, BISEXUALES, TRANSEXUALES, TRANSGÉNERO, TRAVESTIS E INTERSEX EN LAS AMÉRICAS
Las organizaciones de lesbianas, gays, bisexuales, travestis, transexuales, transgénero e intersex, en adelante LGBTTTI reunidas en la ciudad de Asunción, del 3 al 5 de junio de 2014 conforme a las directrices establecidas por la Asamblea General de la OEA que determinan un marco normativo para aumentar y fortalecer la participación de la sociedad civil en la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, expresan que:

El colectivo LGBTTTI saluda el que esta Asamblea tenga como tema central el desarrollo con inclusión social, por entender que la exclusión por cualquier motivo produce efectos sociales y económicos indeseables que deben ser tomados en cuenta por los Estados Miembros. Los grupos sociales discriminados son marginados de los beneficios del desarrollo, presentan mayores niveles de pobreza y son más vulnerables a la violencia.

Para que el desarrollo sea incluyente debe tener un enfoque de derechos humanos que tome en cuenta las especificidades de las poblaciones discriminadas, como son las personas LGBTTTI, los afrodescendientes, los pueblos indígenas, las personas con discapacidad, las trabajadoras y trabajadores sexuales, las personas adultas mayores, las personas privadas de la libertad y otros grupos.

La exclusión de una parte de la población de los beneficios del desarrollo no solo viola sus derechos humanos sino que además empobrece el capital social de la nación en su conjunto. No puede haber desarrollo pleno cuando a las personas LGBTTTI se les margina del derecho a la educación, al trabajo, a la salud y a la justicia.

El acoso y el bullying a niños y jóvenes gays, lesbianas y trans en las escuelas, cuando no su exclusión directa del sistema escolar, les niega las destrezas necesarias para su posterior inserción en el mundo laboral. Sumado a la discriminación en las contrataciones y los despidos arbitrarios debido a prejuicios homofóbicos, el resultado es que un gran número de ciudadanos y ciudadanas se ven impedidos de ejercer sus derechos en el ámbito laboral. La pobreza resultante es particularmente evidente en el caso de las personas transexuales y transgénero, que sufren la discriminación laboral en grado extremo, y en el de las lesbianas, cuya marginación es potenciada por el sexismo que las afecta como mujeres. 

La prevención y sanción de la discriminación laboral por motivo de orientación sexual e identidad de género son por tanto imprescindibles para el logro del desarrollo pleno. Los Estados deben adicionalmente poner en marcha políticas de acción afirmativa en la capacitación profesional y técnica de la población LGBTTTI, a fin de hacer más efectivas las políticas que buscan la incorporación de todos los grupos sociales a los planes de desarrollo.

Otro ámbito de gran preocupación para la comunidad LGBTTTI es el de la seguridad ciudadana y la violencia, visto que América Latina y el Caribe sigue siendo la región del mundo con el mayor número de crímenes de odio. En la mayoría de los países de la región no se reconoce ni se sanciona la violencia motivada por la homofobia/ transfobia / lesbofobia, lo que aumenta la vulnerabilidad de este colectivo social y la impunidad. En el caso de las personas trans, la falta de reconocimiento legal de su identidad las coloca en una situación de inseguridad adicional que las expone a la violencia -incluyendo la cometida por la policía- y les impide al acceso a la justicia.

Nuestro colectivo desea manifestar preocupación por la negativa de los Estados del CARICOM por invisibilizar a las personas LGBTTI y no asumir sus responsabilidades políticas. Además de afectar su dignidad y su calidad de vida, la falta de reconocimiento de los derechos ciudadanos de este sector promueve su marginación social y económica e impide su incorporación a los procesos de formación de capital humano indispensables para el desarrollo. 

Por otro lado, deseamos expresar a los Estados Miembros nuestro agradecimiento por la adopción de la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia y la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia. Exhortamos a todos los países de la región a adherirse a estas convenciones, demostrando de esta forma su compromiso con los derechos humanos de toda la ciudadanía, sin exclusiones.

También expresamos a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos nuestra satisfacción por la creación de la Relatoría sobre los Derechos de las Personas LGBTI. Así como rechazamos cualquier atentado contra la autonomía e independencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Expresamos por último nuestra desazón ante el discurso intolerante y de incitación al odio por parte de sectores fundamentalistas en Paraguay y en otros países de la región, incluyendo algunos altos funcionarios de los Estados, que de manera abierta continúan oponiéndose al reconocimiento de derechos de las personas LGBTTTI incluidas en las resoluciones y convenciones aprobadas por este organismo.

En virtud de lo anterior demandamos que los Estados Miembros:

· Firmen, ratifiquen y ejecuten la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, así como la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial, y Formas Conexas de Intolerancia.
· Adopten legislaciones y políticas públicas conformes a los compromisos asumidos en las resoluciones sobre derechos humanos, orientación sexual e identidad de género aprobadas por las anteriores asambleas generales.
· Adopten medidas que aseguren el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso de todas las personas tendentes a erradicar la impunidad, sin discriminación por orientación sexual e identidad de género.
· Adopten estrategias de salud integral y específica para poblaciones LGBTTTI, con particular énfasis en las necesidades diferenciadas de las personas trans.
· Revisen sus marcos legislativos, derogando leyes que criminalicen las relaciones sexuales entre personas del mismo sexo.
· Adopten leyes que reconozcan la identidad de género de las personas trans. 

· Adopten leyes y se actualicen los cuerpos normativos para garantizar el reconocimiento de los diferentes tipos de familias. 

· Eliminen procedimientos médicos donde se sometan a mutilaciones genitales a niños y niñas intersex y elaboren protocolos basados en derechos humanos y respeto a la identidad de género. 

· Promuevan la participación directa de las personas LGBTTTI y grupos de la sociedad civil en los diálogos, consultas, definición y elaboración de los planes nacionales de desarrollo. 

· Que los estados del CARICOM, en los próximos dos años, definan políticas que respondan a las necesidades de los ciudadanos y ciudadanas LGBTI y mejoren los mecanismos en la planificación de las políticas estatales para que incluyan servicios para jóvenes LGBTI.

· Exhortamos a los Estados Miembros a dotar de recursos financieros, en el marco del Decenio Internacional de los Afrodescendientes, para implementar acciones que garanticen su pleno desarrollo y la restitución de derechos de los hombres y mujeres LGBTI afrodescendientes de las Américas.

· Consideren la propuesta de una Convención Interamericana de Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos.

Que la Asamblea General:

· Apruebe el proyecto de resolución "Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad y Expresión de Género" presentada por la delegación de Brasil y los países copatrocinantes, cuya iniciativa agradecemos.

D. DERECHOS DE LA POBLACIÓN AFRODESCENDIENTE

Las organizaciones de hombres, mujeres y jóvenes afrodescendientes y organizaciones LGBTI afrodescendientes que luchamos por los derechos humanos reunidas en la ciudad de Asunción, Paraguay el 1 de junio del 2014, en el marco de la 44º Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) “Desarrollo con Inclusión Social”.

Preocupados por el racismo que se manifiesta en la realidad social, económica, jurídica, política y cultural de las poblaciones afrodescendientes en la región, caracterizada por la pobreza generalizada, la desigualdad, el hambre la exclusión social política y económica y la expropiación de territorios ancestrales que reducen las posibilidades de tener una mejor calidad de vida.

Observamos con preocupación que el racismo, la discriminación racial, y la violencia prejuiciosa hacia la población LGBTI afrodescendiente, entre otros factores contribuye al desplazamiento forzado y a la salida de personas de sus países de origen, como refugiados o desplazados, sin que se les brinde una adecuada atención que garantice sus derechos humanos, el respeto a su dignidad humana y la seguridad necesaria.

Observamos que la gran mayoría de los países de la región, no cuentan con registros, indicadores, estadísticas oficiales ni estudios que visibilicen la realidad social que viven niños, niñas, hombres y mujeres afrodescendientes, que permitan hallar soluciones duraderas a los problemas más urgentes.     

Observamos con preocupación que en las regiones donde se localizan las comunidades y pueblos afrodescendientes son por lo general las que registran unos de los más bajos niveles de escolaridad, falta de acceso a servicios de salud adecuados,  viviendas inadecuadas, altos índices de desempleo, altas tasas de morbilidad y mortalidad materna.

Consideramos que no se puede hablar de desarrollo con inclusión social sin un proceso real, democrático y participativo que respete la pluralidad y que reconozca el valor de los pueblos ancestrales, la diversidad sexual y las identidades de género -no normativas-. 

Felicitamos la propuesta de resolución que sobre el decenio de los afrodescendientes que aprobará la Asamblea General de la OEA, con base en la resolución A/RES/68/237, aprobada por consenso en la Asamblea General de Naciones Unidas el pasado 23 de diciembre de 2013, en la que se decidió “proclamar el Decenio Internacional de los Afrodescendientes, que comenzará el 1 de enero de 2015 y terminará el 31 de diciembre de 2024” con el tema “Afrodescendientes: reconocimiento, justicia y desarrollo. 

Complacidos por la aprobación en la Asamblea General de la OEA en Antigua, Guatemala de la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia; y de la Convención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia.

Considerando que el pueblo afrodescendiente de las Américas representa 200 millones de mujeres y hombres que contribuyen al fortalecimiento de la democracia, a la cultura, al desarrollo económico y que han sido históricamente invisibilizados.
Recomendamos a los Estados Miembros de la OEA: 

· Que firmen y ratifiquen la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia; y la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia.

· Promover el fondo de desarrollo afrodescendiente en la OEA, para garantizar los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales. 

· Crear un foro social permanente paritario afrodescendiente, que permita entre otros garantizar su participación en el proceso de Cumbres de las Américas.
· Garantizar los recursos que permitan mejorar las condiciones de vida de los afrodescendientes en el hemisferio durante el Decenio de los Afrodescendientes, que iniciara en el 2015.

· Promover iniciativas que propicien el empoderamiento, el desarrollo socio político y económico de las mujeres afrodescendientes, que contribuyan a mejorar sus condiciones de vida y el respeto de sus derechos humanos.

· Incluir en los censos y en todos los procedimientos estadísticos oficiales y de los Estados metodologías que aseguren el debido registro de los datos relativos a la situación y condiciones de vida de los pueblos y comunidades afrodescendientes y LGBTI y garantizar el acceso a la información de los datos desagregados de los resultados obtenidos.

· Promover el reconocimiento y respeto a la diversidad sexual y las identidades de género, exigir que se acabe la violencia física y verbal hacia las personas LGBTI afrodescendientes y se brinden garantías de derechos para su ciudadanía plena. 

· Promover debates en cuanto al tema de identidad, diversidad e interculturalidad a lo interno de los Estados Miembros.

E. GRUPO PRO VIDA PRO FAMILIA
Grupo 1 

La sociedad civil de la República del Paraguay, a través de varias organizaciones libres representando a grupos pro-vida y pro-familia del Paraguay y América, denominados para este efecto organizaciones de la sociedad civil (OSC), reunidos en la mesa de trabajo denominada “Pro-vida y Pro-familia” exponen al Excelentísimo Señor, José Miguel Insulza, Secretario General del a Organización de Estados Americanos, al Excelentísimo Señor Canciller Nacional de la República del Paraguay, Don Eladio Loizaga, señores embajadores y representantes, cuanto sigue. 

Consideramos que la Organización de los Estados Americanos debe fortalecer los siguientes puntos: 

· La familia es el fundamento de la sociedad y debe ser protegida de manera integral. Núcleo esencial y célula indivisible de la sociedad, con sus derechos y obligaciones, constituyéndose como principal capital humano para el desarrollo de nuestros pueblos principalmente, por su rol trasmisor de principios y valores a través de las generaciones. Se debe respetar al adulto mayor valorando su experiencia y sabiduría, permitiendo sea un actor social digno. 

· El derecho a la vida. El derecho humano a la vida debe reconocerse desde la concepción hasta la muerte natural, derecho troncal de todos los demás derechos humanos. Expresamos un rotundo no al aborto provocado. 

· Matrimonio. La unión estable entre un hombre y una mujer debe ser promovida, fortalecida y protegida como base para la institución del matrimonio con los fines de procreación y apoyo mutuo. Dentro de este marco se dará lugar a una educación integral y sostenida para el desarrollo de las habilidades individuales y colectivas de sus miembros, reconociendo la patria potestad de los padres. Reconocemos la complementariedad entre el hombre y la mujer como seres llamados a la constitución de la célula básica de la sociedad. 

· La inclusión de políticas públicas que fortalezcan programas y proyectos que se vienen desarrollando en el área de síndrome post-aborto, madres embarazadas en situaciones de vulnerabilidad, niños y familias en situaciones de conflicto, matrimonios en crisis, y otros sectores sociales desprotegidos. 

· Sostenemos la equidad entre el hombre y la mujer, ambos tienen dignidad propia e inalienable, establecidos por la propia naturaleza biológica y ontológica. 

· Que los Estados Miembros promuevan políticas de educación sexual que promuevan el amor y el respeto a la totalidad de la persona humana, su naturaleza biológica, psicológica y espiritual. 

· Condenamos enfáticamente todo tipo de violencia en contra de la dignidad de todo ser humano, sin exclusión alguna. 

Por tanto, afirmamos, que la familia sólidamente constituida, basada en principios y valores que respetan la vida, la educación, la protección a los más desprotegidos y a los adultos mayores, fortalecerán y revitalizarán el desarrollo de nuestras naciones y será el mejor legado a las generaciones futuras.
Grupo 2

Acordando que la temática de la vida y las familias son fundamentales para avanzar en los procesos de inclusión social, representantes de diversas organizaciones de derechos humanos de los Estados Miembros de la OEA, expresamos nuestra posición al respecto.

· Con respecto a la vida, llamamos la atención sobre la necesidad de garantizar los derechos adquiridos y reconocidos por la CIDH a través del fallo "Artavia Murillo", que reconoce los derechos sexuales y los derechos reproductivos y la salud reproductiva como derechos humanos; asume que el embrión no es persona, establece que la protección del embrión se realiza a través de la protección de la mujer embarazada y no al revés; y afirma que la protección del derecho a la vida es gradual y no absoluta.

· Proponemos conceptualizar a las familias desde la perspectiva de su diversidad, reconociéndola como una institución social e histórica, que cumple diversas funciones relacionadas con la sexualidad, la reproducción, la economía y la afectividad y establece vínculos entre las personas que no se sustentan únicamente en bases biológicas sino también en los sentidos y significados que cada quien define de modo autónomo.

· Consideramos necesario entender que el espacio familiar también es un escenario generador de exclusiones, discriminaciones, asimetrías y diversos tipos de violencia que se fundamentan en mandatos de género, culturales y generacionales. A modo de ejemplo citamos el alto índice de suicidios de jóvenes LGBTI por falta de aceptación familiar y social.

· Las políticas públicas dirigidas a la inclusión social deben atender esta diversidad de situaciones en las que viven las personas. Es importante promover efectivamente la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, independiente de su orientación sexual, identidad de género y expresión de género, reconociendo su derecho a decidir libremente sobre sus cuerpos, sus vidas y sus familias y a educarse en el respeto a esas diversidades. Por otra parte es relevante que las políticas públicas de inclusión social reconozcan la multiplicidad de arreglos familiares existentes y promuevan la democratización de los vínculos que unen a las personas.

· Por último queremos mencionar que en esta mesa no fue posible establecer consensos ya que los grupos auto-denominados como “pro-vida” plantean posturas contrapuestas con la Carta Interamericana de Derechos Humanos y por lo tanto irreconciliables. 

Por tanto instamos a la OEA a que los Estados Miembros garanticen la salvaguarda de los derechos ya reconocidos.

F. PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

· En primer lugar, hacemos un llamado a que los Estados tomen las medidas necesarias para fortalecer un Sistema Interamericano que proteja efectivamente los derechos humanos. El fortalecimiento del Sistema debe incluir necesariamente: 1) que todos los Estados ratifiquen tanto la Convención Americana sobre Derechos Humanos como los otros instrumentos interamericanos, y que los que hayan hecho alguna denuncia reciente vuelvan a ser parte de ellos. Especialmente instamos a los Estados a ratificar los dos instrumentos interamericanos aprobados en la anterior Asamblea General de la OEA: la Convención contra toda forma de discriminación e intolerancia, y la Convención contra el Racismo; 2) que los Estados cumplan con todas las decisiones de la Comisión y de la Corte Interamericanas de Derechos Humanos; y 3) que se brinden los recursos adecuados para que dichos órganos cumplan con su rol de promover y proteger los derechos humanos en el continente. Las organizaciones nuevamente hacemos un llamado a los Estados a cesar en sus intentos de minar la independencia y autonomía del Sistema y que permitan a sus órganos. 

· En el marco de esta Asamblea General de la OEA, las organizaciones de la sociedad civil, coincidimos en la importancia de la adopción de políticas efectivas para alcanzar un verdadero desarrollo con inclusión social. Consideramos que dichas políticas deben estar dirigidas a la eliminación de la pobreza y la desigualdad. Nos preocupa especialmente las afectaciones al medio ambiente, y la privación de derechos vinculada con la falta de acceso a la tierra. Es esencial que las políticas de desarrollo respeten los derechos humanos reconociendo su interdependencia e indivisibilidad. Los derechos económicos, sociales y culturales, los derechos sexuales y reproductivos así como los derechos civiles y políticos son derechos humanos y merecen igual protección y reconocimiento. 

· La exclusión social se basa en consecuencias estructurales que pocas veces son abordadas. Los sectores en situación de vulnerabilidad como las niñas, niños, adolescentes, mujeres, migrantes, personas con discapacidad, personas adultas mayores, indígenas, afrodescendientes, personas privadas de libertad, usuarias de drogas, y personas LGBTTTI, son víctimas de discriminación que genera numerosas violaciones a sus derechos humanos.

· En el caso de la niñez y la adolescencia, es indispensable contar con un sistema de promoción y protección con enfoque de derechos y de responsabilidad adolescente y juvenil que sea digno y eficaz, para lo cual se les debe garantizar y facilitar el derecho a la participación en la discusión de políticas y programas integrales, incluyendo las asambleas generales de la OEA. A su vez, es fundamental garantizar la protección integral contra todo tipo de violencia, y rechazar el uso de una imagen criminalizadora construida por medios masivos de comunicación. 
· Los Estados no deben reprimir y deben desistir de los intentos de reducir la mayoría de edad penal de los niños, niñas y adolescentes. Para garantizar plenamente los derechos de la niñez y la adolescencia invitamos a los Estados a ratificar el tercer protocolo a la Convención sobre los Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas. 

· También nos preocupa la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos en la región. Rechazamos la criminalización y judicialización contra este grupo. Por tanto, urge adoptar medidas efectivas para su protección, eliminar la impunidad de los crímenes en su contra, y que los Estados valoren y reconozcan públicamente su labor. Quienes defendemos derechos humanos luchamos por la paz, la justicia, la democracia y el fortalecimiento del Estado de Derecho. Para ello es indispensable contar con sistemas de administración de justicia independientes. 

· Las organizaciones consideramos que las políticas empleadas para responder a los problemas de las drogas y la delincuencia organizada, de corte punitivo y de militarización, han resultado ineficaces, con altos costos económicos y resultando en miles de víctimas que son asesinadas, desaparecidas y torturadas; encarcelamientos masivos e inhumanos; campesinos e indígenas criminalizados y víctimas de represión por parte de las fuerzas de seguridad; desplazamientos forzados; graves violaciones al debido proceso y a la presunción de inocencia; políticas de inteligencia que violan la privacidad; cultivadores y usuarios de drogas criminalizados. Por ello, urge que los Estados cambien el sentido de las políticas de drogas, de lucha contra el crimen organizado y centren el esfuerzo en respuestas alternativas, innovadoras y con un abordaje integral y respetuoso de los derechos humanos.

· Finalmente, a 20 años de la adopción de las Convenciones de Belém do Pará y sobre Desaparición Forzada de Personas, instamos a los Estados a reflexionar sobre sus pendientes y ahondar medidas para prevenir, sancionar y erradicar las violencias hacia las mujeres y las desapariciones forzadas, tanto del presente como del pasado.

G. DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

Reciban el saludo de los pueblos originarios de América Latina. Somos representantes de los pueblos indígenas de Nicaragua, Guatemala, Honduras, Bolivia, Perú, Panamá, Paraguay, México y Canadá, quienes queremos llamar su atención en esta oportunidad para expresarles lo siguiente:

1. Que somos pueblos con nuestra propia identidad, y que existimos antes de que se establecieran los Estados.

2. Que tenemos una identidad, características e instituciones propias, todas o alguna de éstas:
· Nuestros territorios y formas de vida; 

· Forma de relación con la tierra, territorio, naturaleza;
· Forma de organización, autoridades, formas de gobierno y sistema de justicia;
· Idiomas, cultura, cosmovisión, conocimientos ancestrales, sabiduría, ciencia, tecnología;
· Formas de transmisión de conocimientos;

· Valores, normas, principios, espiritualidad;
· Expresiones culturales propias, como danzas, rituales, vestimenta, comida, arte, etc.

3. Que estos son derechos que se basan en: a) nuestros derechos propios o intrínsecos que son derechos inherentes que vienen de nuestro propio pueblo, historia y culturas milenarias; b) las constituciones políticas de nuestros Estados; y, c) el derecho internacional que consagra los derechos humanos individuales y colectivos de los pueblos indígenas.

4. Que todo desarrollo inclusivo no debe de ninguna manera menoscabar estos derechos y significar despojos de territorios; entendido el territorio como: tierras, recursos naturales y autogobierno. Además, los Estados deben tener en cuenta que el concepto de desarrollo que tienen no es la misma desde la visión de desarrollo desde los pueblos indígenas, ni tampoco tiene en cuenta nuestros principios.

5. Denunciamos y rechazamos las alianzas público y privadas que vulneran derechos fundamentales de los pueblos indígenas, porque profundizan la exclusión histórica de nuestros pueblos, favorecen a los sectores económicos y a las grandes potencias. La Asamblea General no puede permitir que los intereses prevalezcan frente a los derechos.

Por ello, los pueblos indígenas demandamos que la Asamblea General inste a los Estados Miembros de la OEA lo siguiente:

· Garanticen la plena y efectiva participación de los pueblos indígenas de América en este proceso y todos los espacios de la OEA. 

· Impulsen juntamente con los pueblos indígenas la realización de la V Cumbre de los Pueblos Indígenas de las Américas el 2015, previo a la VII Cumbre de las Américas.
· Respeten nuestros territorios como elemento esencial para nuestra propia existencia como pueblos, así como la integridad e intangibilidad de los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario.

· Respeten nuestro derecho a la autodeterminación y al consentimiento previo, libre e informado de los pueblos indígenas frente a toda actividad, proyecto o iniciativa de desarrollo, más aún si quiere ser inclusivo.

· Cesen la violencia y la criminalización a líderes y lideresas indígenas que se oponen a actividades extractivas o de infraestructura dentro de su territorio.
· Cesen la ocupación militar y policial de nuestros territorios ancestrales.

· Eviten que los Estados usen la fuerza pública o apoyen a la seguridad privada de empresas para imponernos megaproyectos que ponen en riesgo nuestra integridad biológica, cultural y espiritual de nuestros pueblos.

· Abran el proceso de consulta y diálogo sobre el proyecto de Declaración Americana de los Derechos de los Pueblos Indígenas para su pronta aprobación.

· Cumplan las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre pueblos indígenas, en particular repongan territorios de la comunidad de Sawhoyamaxa, Paraguay. Así también, cumplan con otras resoluciones, medidas cautelares y todo tipo de decisiones que obligan a respetar los derechos de los pueblos indígenas.

Finalmente, no queremos dejar de expresar nuestra preocupación respecto de la intención de algunos Estados de menoscabar la autonomía e independencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por lo que exigimos respetarla.  

H. DERECHOS DE LA MUJER, DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS

Grupo 1 - Recomendaciones “Mujeres y de los Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos”

Un desarrollo con inclusión social sólo será posible cuando los Estados garanticen la eliminación de las desigualdades estructurales que generan violencia, muerte y exclusión por razones étnico-raciales, condición económica, discapacidad, edad, sexo, orientación sexual, identidad y expresión de género o cualquier otra condición.

El modelo de desarrollo para la inclusión social debe considerar la persona humana como su eje central, el carácter integral, interdependiente de los derechos humanos, la superación de todo tipo de discriminaciones, exclusiones y desigualdades, en un clima de gobernabilidad democrática y participación social, garantizando el pleno disfrute de derechos. En cumplimiento con el Plan de Acción de El Cairo y la Plataforma de Acción de Beijing, la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y otros compromisos asumidos y ratificados por los Estados. 

Las desigualdades estructurales provocan que los derechos humanos de muchas personas, especialmente de las mujeres, se sitúen en condiciones de mayor vulnerabilidad, e impide que decidan de manera autónoma sobre sus cuerpos y sus vidas.

En tal sentido, instamos a:

· Garantizar la autonomía e independencia de la CIDH; fortalecer los órganos del SIDH. 

· Reafirmar que la obligación principal de garantía de derechos es de naturaleza específica de los Estados y bajo ninguna circunstancia se transmite al sector privado o empresarial.

· Garantizar el ejercicio y goce pleno de los derechos económicos, sociales y culturales de las mujeres, asumiendo políticas, sociales y económicas que promuevan mayor acceso a la seguridad social e igualdad de salario y el  derecho a la participación política de las mujeres.

· Garantizar a las mujeres el derecho a una vida libre de violencia y la implementación de políticas públicas para erradicar la violencia sistemática incluida la violencia sexual contra las niñas y adolescentes, feminicidios, crímenes de odio, desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales, la trata de mujeres; así como la aprobación de estrategias de salud integrales y diferenciadas para mujeres trans y lesbianas.

· El acceso a la interrupción voluntaria del embarazo, segura y gratuita, así como al ejercicio pleno de una maternidad deseada, eliminando la criminalización de las mujeres por aborto.

· Garantizar el acceso a información y a métodos anticonceptivos incluyendo la anticoncepción oral de emergencia, para todas las personas incluyendo aquellas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas para prevención de ITS y VIH/SIDA como base de la planificación familiar y la salud sexual.

· Promover prácticas democráticas que garanticen el respeto por los derechos humanos sin violencias institucionales ni criminalización a activistas y defensoras de derechos humanos e implementar medidas para prevenir, investigar y enjuiciar a los culpables, así como asegurar medidas de protección para salvaguardar su integridad.

· El reconocimiento al trabajo sexual como libre ejercicio laboral sin intermediaciones ni proxenetismo, sin estigma hacia las mujeres que deciden libremente trabajar, garantizando un marco social y legal que permita terminar con la discriminación y la violencia que provoca la ilegalidad a la que son expuestas.

· Exhortar a los Estados para que más allá de buenas voluntades asignen presupuestos y fortalezcan la institucionalidad que garantice los derechos de las mujeres.

· Garantizar los derechos sexuales y derechos reproductivos poniendo en la agenda la aprobación de una resolución para una Convención Interamericana de Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos.

· Ratificar la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia. 

· Ratificar la resolución que aprueba la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia.

Grupo 2 - Recomendaciones “Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos”

Organizaciones de mujeres, jóvenes, trans, LGBTTI, afrodescendientes, trabajadoras sexuales, adultas mayores, con capacidades diferentes, migrantes, interculturales, feministas, personas convivientes con VIH/SIDA, participan de la 44º Asamblea Ordinaria de la OEA, realizada en Asunción, Paraguay del 3-5 de junio de 2014, con el propósito de instar a los Estados a tomar decisiones relacionadas con la promoción e implementación de políticas públicas integrales para que el desarrollo social con inclusión social que integre la garantía y respeto de los derechos sexuales y derechos reproductivos, especialmente de mujeres, mujeres afrodescendientes, mujeres indígenas, niñas y niños, mujeres trabajadoras sexuales, mujeres lesbianas y mujeres trans.

Exigimos a los 34 Estados Miembros de la OEA que dichas políticas públicas contemplen problemáticas comunes a todos/as, y se tomen decisiones referentes a garantizar la eliminación de todas las desigualdades estructurales que perpetuán las violencias, muerte y exclusión por razones étnico-raciales, condición económica, capacidad diferente, edad, sexo, orientación sexual, identidad y expresión de género, entre otras condiciones.

Las desigualdades estructurales, provocan, que los derechos de muchas personas se sitúen en condiciones de mayor vulnerabilidad, e impide, que decidan de manera autónoma y auto determinante sobre sus cuerpos, sus vidas y la manera como constituyen sus grupos familiares.  

Las desigualdades estructurales se manifiestan en aspectos como: 
· Feminicidios, femicidios, violencia sexual y crímenes de odio por orientación sexual, identidad y expresión de género.
· Ausencia de políticas de estado y gubernamentales acerca de educación integral en sexualidad laica, gratuita, respetuosa de la interculturalidad y las diversidades.
· Ausencia de medidas estructurales para erradicar la feminización de la pobreza que pone a las mujeres en mayor situación de vulnerabilidad para ser las más pobres de las pobres y no logren ser incluidas en el desarrollo social en niveles de equidad e igualdad.
· Profundización de las violencias en contra de las mujeres y las niñas, en toda la región, que por razones de su género, son puestas en condiciones de subordinación, opresión, desigualdad en relación a los varones y son víctimas de actos crueles e inhumanos que no son catalogados como tales, sino como simples formas de violencia en relaciones privadas. 

· Altas tasas de embarazos no planificados, especialmente entre adolescentes y jóvenes, y ausencia de políticas públicas para acompañar a las mujeres-madres jóvenes en su desarrollo humano y social.
· Insistencia de muchos Estados de mantener la penalización del aborto en todas las circunstancias e impedimentos para implementar legislación que favorezca la libre opción a la maternidad como un derecho de las mujeres sobre sus cuerpos y sus vidas, tal como se ha recomendado a los estados por los diversos comités del sistema internacional e interamericano.

· La impunidad en las actuaciones de redes de trata de personas, de esclavitud sexual, especialmente de mujeres, niñas y niños, y otros delitos en contra de la integridad sexual y otras formas conexas.
· Ausencia por parte de los estados del reconocimiento del concepto de familia tal como lo han dispuesto instancias de derechos humanos del sistema internacional e interamericano, cuando determina una de ellas que el núcleo familiar puede estar constituido por personas de orientaciones sexuales e identidades de género diversas y los hijos y las hijas que ellas tengan. Estas deben ser objeto de protección del estado y la sociedad, sopena de violar el artículo 11.2 y 17.1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. 

· Ausencia de políticas públicas que garanticen el acceso a la información y a métodos anticonceptivos para todas las personas, incluyendo aquellas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas para prevención de ITS y VIH/SIDA como base de la planificación familiar, la salud sexual y la salud reproductiva.
· Ausencia de reconocimiento del trabajo sexual como libre ejercicio laboral sin intermediaciones ni proxenetismo, sin estigma hacia las mujeres que deciden libremente trabajar, garantizando  un marco social y legal que permita terminar con la discriminación y la violencia que provoca la ilegalidad a la que somos expuestas.
Además, consideramos que la discusión sobre el tema desarrollo social con inclusión social no puede desvincularse del cumplimiento irrestricto de los derechos humanos de todas las personas y en ese sentido reivindicamos que los derechos sexuales y los derechos reproductivos son derechos humanos. 

Por lo tanto, 

Exhortamos a los Estados Miembros:
· Ratificar la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia. 

· Ratificar la resolución que aprueba la Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia.

· Poner en la agenda la aprobación de una resolución para una Convención Interamericana de Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos.

III. RECOMENDACIONES DE LAS ORGANIZACIONES DE LOS TRABAJADORES
El movimiento sindical de las Américas, representado por su organización continental, la Confederación Sindical de Trabajadoras y Trabajadores de las Américas (CSA) y el Consejo Sindical de Asesoramiento Técnico (COSATE), se reunió en la ciudad de Asunción, Paraguay, el último 2 de junio con el objetivo de consolidar un conjunto de ideas y recomendaciones sobre el tema “Desarrollo con inclusión social”, para presentar ante las autoridades de los países miembros de la Organización de Estados Americanos que sesionarán en Asamblea durante los días 3, 4 y 5 del corriente mes en esta ciudad.

Para el sindicalismo de las Américas el tema del desarrollo se ha convertido en uno de los componentes estratégicos de sus formulaciones políticas los últimos años, en el entendido de la necesidad de dar una respuesta de largo aliento frente al agotamiento de las fórmulas económicas y sociales implantadas en la región los últimos 30 años. En tal sentido considera importante que la OEA haya seleccionado este tema y que podamos desde nuestra perspectiva hacer unas aportaciones sobre este debate.

1. El Desarrollo Sustentable como alternativa
En el final de los años noventa y principios de los dos mil, el acumulado de las luchas de resistencias de los movimientos populares contra el neoliberalismo y las décadas precedentes de regímenes autoritarios en la región se articuló con procesos electorales. En consecuencia, se inició un nuevo ciclo político de cambios progresistas en el sur del continente. 

La opción de Sudamérica por la integración regional, las políticas aplicadas de aumentos de los salarios mínimos nacionales, los varios programas de transferencia de ingresos y las inversiones en infraestructura, pueden explicar fundamentalmente los resultados económicos más positivos. Por otro lado, es importante señalar que la mejora de los precios de las materias primas (commodities) ayudó a paliar los problemas de la balanza de pagos que tradicionalmente se presentaban como obstáculos para el crecimiento continuo.

Algunos de nuestros países continúan manteniendo políticas fiscales y monetarias restrictivas al crecimiento, priorizando el ajuste fiscal y tasas de interés elevadas. Estas medidas hicieron que su crecimiento económico no tuviera el vigor necesario para combinar la reducción de las desigualdades sociales con el montaje de un Estado que asegure servicios públicos universales y de calidad.

La profunda crisis económica, social y política que sacude desde 2008 a las naciones del primer mundo y se expande por todo el planeta colocó a los pueblos y naciones de las regiones periféricas y dependientes frente a un reto mayúsculo: que los costos no se carguen sobre las espaldas de las y los trabajadores. Debemos recordar que ya antes del actual sismo económico y financiero existían otras crisis que se profundizan y siguen sin resolverse: la social, la del empleo, la alimentaria, la energética y la medioambiental.

En la actualidad asistimos a la profundización de una crisis internacional de largo alcance y amplias dimensiones que nos exige cuestionar el modelo neoliberal hegemónico, impuesto desde hace más de tres décadas. Sin embargo, hasta el presente los países centrales han ensayado respuestas meramente coyunturales que consisten en la aplicación de políticas que conservan la misma lógica de aquellas otras responsables de su desencadenamiento. Lo que ha conducido a una profundización de los efectos más perniciosos de la crisis, con un impacto categórico sobre las mayorías sociales. Se hace cada vez más evidente que las políticas aplicadas a favor de las corporaciones y el rescate a los bancos en lugar de a los pueblos profundizan el desempleo, la desigualdad y la exclusión social.

La visión del desarrollo que se construye desde nuestra opción sindical se erige sobre los pilares del trabajo digno y decente; la distribución de la riqueza; la democracia participativa; la igualdad entre géneros; la protección e inclusión social de todas y todos, inter-generacional y ambiental, integrando así las dimensiones económica, social, ambiental y política.

Sólo así se podrá garantizar que las conquistas perduren mediante su profundización e institucionalización. El desafío del Siglo XXI resulta ser la consolidación de mecanismos para garantizar que sean los pueblos y no las corporaciones y firmas transnacionales quienes fijen el rumbo social y político en el continente. 

2. El Trabajo Decente en el centro del Desarrollo Sustentable
El modelo económico vigente y excluyente de lo social, que ha hecho de los Estados especialmente en los países en desarrollo, administradores de la riqueza de multinacionales y monopolios de poder nacionales, además de los intereses de la multilateralidad económica, están destruyendo paulatinamente el papel del sindicalismo y con él, la negociación colectiva como factor de cohesión social entre la igualdad y los índices de bienestar. 

· Son necesarias urgentes políticas e instituciones que permitan la generación de trabajo decente, de empleo formal con derechos, de garantías para la negociación colectiva y la libertad sindical, de seguridad social para todos y todas y un verdadero diálogo social. Estos contenidos esenciales ya están en la agenda de trabajo decente adoptada en la OIT bajo el compromiso de todos los Estados Miembros, siendo una referencia importante para la formulación política de los diferentes órganos de la OEA. 

· Los Estados tienen responsabilidad fundamental en la generación de condiciones adecuadas para el trabajo decente. Ella va desde la recuperación de su papel como garante de la legalidad y la protección de las normas fundamentales del trabajo como derechos humanos, pasando por la elaboración y promoción de políticas públicas para la generación y protección del trabajo decente. Sumado a esto está la intervención para garantizar que, en los periodos de crisis o de fenómenos naturales, se proteja a los y las trabajadoras y sus familias.

· La visión de desarrollo que defendemos tiene como foco prioritario la generación de empleos decentes y protección social para todos y todas, obteniendo así progreso económico y social equilibrado y un desarrollo respetuoso del medio ambiente desde una perspectiva integral que tiene en cuenta, además de la económica, las dimensiones ecológica, social y política. En este sentido, la disputa por este modelo de desarrollo requiere la inclusión urgente de la igualdad de género, étnico-racial y generacional en tanto aspectos constitutivos de una visión de desarrollo igualitario y anti patriarcal.

· Para obtención de un desarrollo sustentable y para realización de la paz social, es imprescindible reconocer la legitimidad de las organizaciones sindicales y su participación en la determinación de las condiciones de trabajo e incidencia en la adopción, ejecución y evaluación de las políticas públicas. La libertad sindical es el instrumento de ciudadanía para que los derechos específicos (civiles e políticos) se extiendan al interior de las empresas. Hay que extender la democracia en el trabajo. Sin libertad sindical, no hay democracia ni acceso a derechos en el trabajo.

· La Confederación Sindical de Trabajadores y Trabajadoras de las Américas (CSA), entendiendo que se hace necesario contribuir con formulaciones y propuestas para estructurar las alternativas hacia el cambio necesario, presenta a la consideración de esta Asamblea General de la OEA una síntesis de los contenidos de la Plataforma de Desarrollo de las América (PLADA), presentada en Santiago de Chile, el 6 de mayo de 2014, y que se convertirá en nuestro referente para el debate constructivo con gobiernos, actores sociales y políticos e instituciones internacionales, como parte de una agenda de construcción colectiva necesaria para otra América posible.

3. Dimensión Política
El nuevo ciclo político que propugnamos debe estar marcado por la ampliación y profundización de la democracia política. El largo período de dominación neoliberal fue signado por el avance del poder de decisión de las corporaciones empresariales por sobre las instituciones de la democracia representativa, su superación implica el retorno de la soberanía popular.

· Por lo tanto, hay que establecer una nueva relación entre sociedad, estado y mercado. El Estado debe ser herramienta de la participación activa del pueblo trabajador en los espacios públicos para regular el mercado de manera a satisfacer necesidades sociales actuales y velar por las generaciones futuras.

· No reivindicamos la tutela estatal paternalista y autoritaria, sino un nuevo estado democrático profundamente reformulado por instrumentos de consulta popular y participación directa.

· Eso significa, por un lado, reformar los sistemas políticos y judiciales para impedir la injerencia de las corporaciones en sus decisiones. Y, por el otro, la democratización de los medios de comunicación de masas para evitar que monopolios económicos los transformen en instrumentos políticos de defensa y promoción de sus intereses privados.

4. Dimensión Económica
· Defendemos el fortalecimiento de auténticos procesos de integración regional y sub-regional como herramientas de desarrollo. Para ello es necesario superar la herencia dejada por el período neoliberal de tratados de libre comercio que profundizan las asimetrías internacionales y deterioran las condiciones sociales y ambientales en cada país.

· El ciclo de desarrollo sustentable por el cual propugnamos debe ser impulsado por la justa distribución del ingreso y la riqueza, enterrando definitivamente la visión neoliberal de que la concentración de la riqueza con el crecimiento económico en algún momento “derrama” hacia los sectores vulnerables.

· Especial atención debemos dedicar a la conquista de la soberanía y seguridad alimentarias amenazadas por el auge de la producción de materias primas agrícolas para la exportación bajo control de empresas multinacionales. Una reforma agraria integral y la progresiva erradicación del monopolio de empresas transnacionales sobre la agricultura son parte del nuevo modelo de desarrollo.

· Por último, esta nueva economía debe tener como fundamento el desarrollo de nuevas capacidades de investigación y transferencia tecnológica orientadas por las necesidades de nuestras naciones.

5. Dimensión Social
· El sindicalismo regional defiende el derecho al trabajo decente, con igualdad entre géneros, etnias y generaciones, sin discriminación por discapacidad, orientación o identidad sexual. Y no habrá trabajo decente sin respeto a la libertad sindical y la negociación colectiva.

· El punto de partida de la nueva etapa debe ser recolocar un sistema de seguridad social universal y solidaria que retire la amenaza de la miseria sobre la vida de los trabajadores y trabajadoras, y garantizar que la producción se realice en lugares de trabajo sanos y seguros.

· Significa defender los bienes públicos del avance de la voracidad del lucro de las empresas privadas: salud, educación, vivienda y transporte urbano son derechos fundamentales que no deben ser mercantilizados. Pero la dimensión social del nuevo modelo debe superar las herencias de los sistemas basados en la opresión patriarcal, promoviendo también la equiparación de responsabilidades del cuidado y el trabajo doméstico entre géneros.

· Buscamos la implementación de políticas de prevención y erradicación de todo tipo de violencia y la conquista de la ciudadanía regional y derechos para los migrantes.

6. Dimensión ambiental
· La crisis ambiental, y su efectivo y urgente abordaje, es un imperativo de la agenda política internacional. Todas las naciones tienen derecho a un desarrollo sustentable y eso pasa hoy por enfrentar las asimetrías entre norte y sur, y dentro de cada país, las asimetrías entre clases sociales. Implica en frenar el consumo predatorio en el norte del mundo y en las clases ricas y alzar a las mayorías a nuevos niveles de consumo y satisfacción de necesidades pero ya bajo un nuevo paradigma.

· Defendemos que los bienes comunes de la humanidad, la biodiversidad, el agua, las semillas, los bosques, la energía, el conocimiento, no sean sometidos a los criterios de lucro privado sino utilizados responsablemente para el bien común.

· Propugnamos el fortalecimiento de relaciones sociales y económicas que promuevan el equilibrio socio-ambiental con involucramiento y participación social, desarrollando tecnologías que eviten las consecuencias negativas del cambio climático y la desertificación.

· Estando en Paraguay, no podemos dejar de mencionar el proceso de diálogo social que se instaló después de la histórica huelga general celebrada día 26 de marzo de 2014, que fue convocada en forma unánime por los/as trabajadores/as de Paraguay y sus organizaciones sindicales, en contra de las nefastas políticas neoliberales que se vienen aplicando en perjuicio de los trabajadores y de la ciudadanía en general. Seguimos solidarios y compartiendo las exigencias de nuestros compañeros y compañeras, que incluyen, entre otras demandas: Reajuste salarial del 25% y control de precios de la canasta básica; no al aumento del pasaje del transporte, de productos y de servicios públicos; La derogación de la Ley Alianza Pública Privada; el respeto a la libertad sindical y la negociación colectiva; y el rechazo a la judicialización y criminalización de la lucha social y sindical. Por eso exigimos al Gobierno cumplir los acuerdos firmados al inicio y durante la convocatoria del diálogo social.

· Consideramos que esta Asamblea de la OEA, en Asunción, Paraguay, puede enviar una señal importante respecto de que en nuestra región existe un compromiso para la formulación de políticas que efectivamente rompan la lógica del conservadurismo económico, restrictiva de derechos y favorecedora de los intereses de las corporaciones que dominan la economía global. El sindicalismo de las Américas está comprometido con una agenda por la inclusión social, la profundización de las políticas de protección social, de crecimiento y formalización del empleo y de recuperación del papel del Estado como garante de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales de la ciudadanía.

IV. RECOMENDACIONES DE LAS ORGANIZACIONES DEL SECTOR PRIVADO

A. Unión Industrial Paraguaya

· En el X Foro del Sector Privado – “Las Américas en el Cambiante Escenario Económico Mundial: El Rol de las Alianzas Público-Privadas” realizado el 2 de junio de 2014 en Asunción, Paraguay,  se presentó un panorama de las acciones de desarrollo de APP en otros países.  Al respecto, se llegó a la conclusión de que las APP constituyen oportunidades únicas de desarrollo para un país. 
· Los países que tienen menor desarrollo respecto a la infraestructura tienen que aprovecharse de las APP.  La APP representa un atajo, la forma más rápida de llegar a cierto nivel de desarrollo al cual un país por sí mismo no podría llegar. 
· Una asociación con el Gobierno en la cual la empresa privada pone su expertise, su experiencia, sus conocimientos y su dinero es muy importante para liberar al gobierno y permitirle llevar adelante los temas sociales. El gobierno tiene que dedicarse a eso y el empresariado tiene que dedicarse a crear los puentes y los puestos de trabajo decente. No existe otro tipo de trabajo por parte del empresariado que el trabajo decente. Este trabajo decente es el que nos va a llevar en un momento dado a reducir la pobreza. 
· En Paraguay, para reducir la pobreza se tiene que crear obras de infraestructura dirigidas para el mejoramiento de la sociedad y para permitir el transporte de bienes y personas de una forma más rápida y más segura. 

· Se considera asimismo importante la integración regional. Para ello se reivindica un sistema de libre navegación por los ríos, que permita a los países que no tienen acceso al mar poder llegar con sus productos al mundo y poder traer del mundo lo que necesitan. 

· En el X Foro se llegó también a otra importante conclusión: la APP no es un tema ideológico ya que Brasil ha desarrollado la mayor cantidad de obras vía sistema de APP bajo un gobierno socialista. Lo mismo lo hizo chile. 

· Por terminar, la Unión Industrial Paraguaya pide a la OEA y a los Estados Miembros de la Organización que acompañen el crecimiento del desarrollo del las APP. Los países que no tienen la experiencia pueden aprender de los que sí la tienen. La OEA es un marco muy importante y muy representativo en el cual tenemos que apoyarnos. 

B. Consejo Empresarial de América Latina (CEAL)

Lecciones aprendidas de las Alianzas Público-Privadas (APP) 
· Las APP son exitosas en democracias no con gobiernos autoritarios. 
· Asimismo, la planificación a largo plazo y la asociación con la sociedad civil fortalecen el proceso democrático. 

· La inserción social debería ser un tema permanente en la agenda de planificación a largo plazo de la sociedad, y debería ser un criterio para futuras APPs.  
· La región de América Latina y el Caribe es la única en el mundo en la cual el índice GINI está reduciéndose. 
· La inserción social en el Hemisferio se produce de abajo hacia arriba lo cual es un punto esencial para el desarrollo sostenible.  

· Se debería reforzar estos esfuerzos para asegurar una estabilidad económica básica. 

· Las pequeñas y medianas empresas constituyen la fuerza que nos conlleva a la innovación y la inserción social. 

· Las autoridades de gerencia de las APPs deben ser conscientes que la sociedad civil desea respuesta y soluciones rápidas a problemas, por lo cual se necesita repensar mecanismos de dialogo con la sociedad civil.  Sin ello, se corre el riesgo de no lograr objetivos de largo plazo. 
C. Asociación de Industriales Latinoamericanos (AILA)
La alianza público-privada (APP) en el sector infraestructura como generadoras de desarrollo e inclusión social.

Las alianzas público-privadas son herramientas útiles para la alineación de esfuerzos con fines comunes en una sociedad. Estas alianzas se hacen con el fin de otorgar servicios que tradicionalmente han sido provistos por el Estado, con la ayuda, experiencia y especialización de los actores del sector privado. Estas alianzas fortalecen los lazos entre las empresas y el Estado, logrando que la ciudadanía se familiarice con la clara idea de que la empresa privada es parte esencial en la erradicación de la pobreza y las mejoras de la calidad de vida en una nación.

Al actuar en conjunto, los esfuerzos públicos y privados proveen beneficios que de forma individual no provocarían un impacto positivo tan profundo sobre la ciudadanía, tal como la calidad de los servicios, la cantidad de plazas de trabajo y las oportunidades de desarrollo.  “En efecto, el diseño  institucional que subyace al proceso social debe ayudar a las partes a superar sus propios obstáculos  de información asimétrica para que se puedan identificar oportunidades para la sociedad” (Devlin – Moguillansky, 2009)

Las Américas se pueden decantar por una línea de complementación exitosa entre lo público y privado, tomando el ejemplo de países como Finlandia en donde los fuertes incentivos estatales  son considerados como inversión.

El gobierno central es, por supuesto, el actor determinante en la deﬁnición de las políticas públicas que terminan acercando o alejando a lo privado. Por consiguiente, esta instancia en donde lo privado participa en la política pública, ha sido fundamental para avanzar hacia una economía más liberalizada, pero, al mismo tiempo, también lo ha sido para regular las relaciones empresariales y el mercado laboral.

Es importante resaltar que en la actualidad 260 millones de personas viven en las 198 principales ciudades de América Latina, se estima que para el 2015 este número llegue a 315 millones, por esta razón es imperativo mejorar el desempeño de las ciudades y aprovechar el perfil demográfico de la región, razón por la cual los líderes políticos y empresariales deben actuar con determinación en dos frentes: reformar y mejorar las grandes ciudades de la región, y promover el surgimiento de más ciudades medianas de alto desempeño.

Con el fin de que las ciudades puedan alcanzar un mejor crecimiento, es necesario que las políticas económicas estatales y locales, ofrezcan incentivos adecuados para garantizar un crecimiento productivo y sostenible. Algunas investigaciones realizadas por Mc Kinsey Global Institute –MGI sugieren dos prioridades: desmantelar las viejas barreras regulatorias que interfieren con la producción y el crecimiento en los sectores de manufactura y servicios; y hacer un mejor uso de la riqueza de recursos naturales de la región, lo que podría darle un importante impulso adicional a la economía.

Proveer suficientes y económicamente accesibles soluciones habitacionales que respondan a la demanda de los sectores de menores recursos económicos, es un problema común en todas las ciudades de América Latina. El promedio de espacio habitable en las ciudades de la región es de 15 metros cuadrados por persona, casi un tercio del promedio de Helsinki. La tarea que tienen por delante las ciudades de América Latina implica mucho más que la simple construcción de suficientes viviendas: también deben construir los servicios de infraestructura que requieren estos hogares como alcantarillado, agua, gas, electricidad y vías de acceso. Se calcula que para cerrar la brecha actual en los próximos 15 años y satisfacer la demanda futura, se necesitará una inversión acumulada de casi USD 400 mil millones en cinco de las ciudades más importantes de la región, y más de USD 3 billones en toda la región. El estado por una parte debe atraer la inversión privada para la construcción y el financiamiento de las viviendas y por otro lado asumir la adecuada provisión de los servicios públicos.  Resulta evidente una adecuada planificación urbana y desarrollo de zonas industriales alejados de entornos ciudadanos.

Si bien el nivel de alfabetización en América Latina es alto, las ciudades tienen una deficiente infraestructura educativa. Hay un déficit de maestros (en promedio, la región tiene 20 alumnos por maestros, en comparación con Toronto, por ejemplo donde la proporción es de 16 alumnos). También existe un problema de acceso al sistema educativo, solo el 84% de la población en edad escolar de América Latina asiste a la escuela, lo cual es bajo en comparación con el 95% de Helsinki.  En base al mapa educativo, los gobiernos, deben dar paso a través de sus ministerios de educación, para que lo privado participe de manera activa en el sistema educativo, generando un entorno de competencia público-privado en donde escuelas, colegios y universidades aumenten la cobertura y brinden una educación de calidad bajo un sistema de incentivos eficientes, que reconozca, promueva y financie las mejores prácticas educativas. 

La falta crónica de financiamiento de los servicios públicos esenciales en muchas de las ciudades de la región, hace que estos servicios sean costosos y poco confiables. Una estrecha relación entre los sectores público y privado puede producir beneficios tanto sociales como económicos. Un camino de eficiencia comprobada es la concesión a la empresa privada para que esta asuma la inversión y desarrollo, pero regulada por el estado sea este nacional o local, optimizando así el uso de los recursos públicos.  Otro camino es el tomado en la década de 1960, donde las empresas del sector privado en Medellín fueron pioneras en incluir temas de responsabilidad social en sus informes a sus accionistas y en destinar recursos para invertir en servicios comunitarios a través de organizaciones como la Fundación Corona, una organización privada sin fines de lucro. Estas organizaciones invirtieron en parque locales, escuelas y centros sociales para sus trabajadores y la comunidad en general, una práctica que desde entonces se ha convertido en la norma general en toda Colombia.  
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Hay que garantizar el desarrollo de las América sea sobre una base inclusiva que generes y sostenga una sólida cohesión social, que maneje el cambio y el conflicto social mediante una estructura legítima y democrática de distribución de sus recursos socioeconómicos, sociopolíticos y socioculturales, a través de los mecanismos de asignación del estado, del mercado, de la sociedad civil, la academia, las familias y otras redes comunitarias.
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